
 

ASPECTOS PRÁCTICOS DEL PROCESO MONITORIO. 

Carlos Colmenares Uribe* 

En Colombia el Código General del Proceso1 regula de manera expresa el 

proceso monitorio en el artículo 419 como instrumento al servicio de los 

acreedores que pretendan el pago de una obligación en dinero, de naturaleza 

contractual, determinada y exigible que sea de mínima cuantía, bien aportando 

con la demanda los documentos de la obligación contractual adeudada que se 

encuentren en su poder, o indicando donde están, o que no existen soportes 

documentales, con la exigencia sustancial de “la manifestación clara y precisa de 

que el pago de la suma adeudada no depende del cumplimiento de una 

contraprestación a cargo del acreedor”, permitiendo afirmar, que en Colombia se 

adoptó el modelo de proceso monitorio puro. 

ADOLFO SCHONKE, (1950)  reconocido tratadista alemán, señala: “ El 

procedimiento monitorio tiene por objeto proporcionar un título ejecutivo al 

acreedor de un crédito que presumiblemente no será discutido, sin necesidad de 

debate a base de una afirmación unilateral y sin prueba, …, que permite al juez 

dictar un mandamiento de pago. Contra éste puede el deudor interponer oposición 

sin necesidad de motivarla, en cuyo caso el procedimiento pasa a pender ya como 

ordinario2”. 

Doctrinariamente, desde que CALAMANDREI3 escribiera sus célebres estudios sobre 

este procedimiento especial, y de los realizados por el profesor CORREA 
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DELCASSO surgen dos clases de proceso monitorio: el monitorio puro y el 

monitorio documental, denominados por otros como “sin prueba” o “con prueba”, 

respectivamente. Sin embargo, existen también sistemas “mixtos” o “híbridos”, que 

toman elementos del puro y del documental y los “funden” en una nueva clase de 

procedimiento monitorio, más acorde a la política procesal del país que lo va a 

emplear. (Correa Delcasso 1998)  

El denominado: modelo “puro” de proceso monitorio se caracteriza por dos rasgos, 

a saber: uno, que el requerimiento de pago se dicta por el juez con base en la sola 

afirmación unilateral y no probada del acreedor y, dos: que la sola oposición del 

demandado, aun cuando sea infundada, deja ineficaz el requerimiento de pago, 

por tanto, se extingue la existencia del proceso. 

Por otro lado tenemos el calificado como “ proceso monitorio documental”, cuya 

característica esencial reside, como indica su propio nombre, en el hecho de que 

el legislador exige la aportación de un documento justificativo junto al escrito de 

petición inicial. Pero “mientras en el proceso monitorio puro la orden de pago 

pierde toda su eficacia por la simple oposición no motivada del deudor, en el 

proceso monitorio documental la oposición del deudor no hace caer sin más el 

mandato de pago, pero tiene, en cambio, el efecto de abrir un juicio de cognición 

en contradictorio, en el cual el tribunal, valorando en sus elementos de derecho y 

de hecho las excepciones del demandado, debe decidir si éstas son tales que 

demuestren la falta de fundamento del mandato de pago o si, por el contrario, éste 

merece, a base de las pruebas escritas ya proporcionadas por el actor, ser, sin 

embargo, mantenido y hecho ejecutivo” (Calamandrei 1973)  

La anterior clasificación emana de la base de las legislaciones germánicas 

alemanas y austriacas. 

Tomando como referencia el autorizado criterio de SCHONKE (1950)  se puede 

afirmar que no existe un modelo único de proceso monitorio, pues cada  país que 

lo implementa impone sus  características propias , si bien todos tienen una misma 

esencia. Así por ejemplo en Venezuela el monitorio es documental para el 

demandante y puro para el demandado, esto quiere decir que la demanda se 

tendrá que soportar en un documento, pero la oposición se hace con la sola 

manifestación. En Colombia es diferente, se trata de un modelo puro para el 

demandante y documental para que demandado, es decir, la sola manifestación 

del demandante, sin prueba alguna, basta para que el juez decrete el 

requerimiento de pago, pero el demandado tendrá que “aportar las pruebas en que 

se sustenta  su oposición”. Lo anterior no desnaturaliza el monitorio pues en cada 

caso particular se trata de instrumentos que sirven para intimar el pago, permitir al 
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juez el requerimiento de pago, ejercer válidamente la oposición, es decir 

desarrollar la naturaleza propia del mismo.  

En el caso Alemán el proceso monitorio se regula mediante los arts. 688 a 691 

ZPO,  en ellos se reglamentan la admisibilidad, competencia, requisitos de la 

demanda monitoria y la desestimación de la demanda y no establecen la 

necesidad de prueba en la demanda monitoria o que deba realizarse por el órgano 
jurisdiccional algún examen del fondo –aunque sea sumario-, de la pretensión, 

limitándose el examen a verificar el cumplimiento de los requisitos formales de la 

demanda; ahora,  el art. 694 ZPO regula la oposición del deudor y de acuerdo con 

el mismo, no es necesaria una motivación de la misma, sino solo que se indique si 

se impugna el total o solo una parte de la deuda. Este escrito de oposición por sí 

mismo invalida virtualmente el requerimiento de pago y el subsiguiente proceso 

ordinario se tramita como si nunca hubiera existido (el monitorio); como se 

observa se trata del modelo perfecto de proceso monitorio puro. 

Aquí se hace necesaria una aclaración conceptual, que ha generado un 

importante  debate en la doctrina, de hecho es probable que lo que se afirme aquí 

avive la discusión, es el problema relacionado  con la naturaleza propia del 

monitorio, se trata de un proceso o de un procedimiento?  

  El proceso monitorio es una institución procesal desarrollada desde hace varios 

siglos en el  continente europeo, “La fuente indudable del proceso monitorio nació 

en el Siglo XIII, con el procedimiento denominado el preceptum o mandatun de 

solvendo cum clausula iustificativa, según la doctrina más adelante destacada”, 

(PIERO CALAMANDREI , TOMAS Y VALIENTE  y JUAN PABLO CORREA DEL 

CASO )  aunque hay evidencias de su existencia en el derecho Longombardo 

(NIEVA FENOLL. 2013), con el propósito de simplificar el  “solemnis ordo 

indiciarius”  proceso  ordinario largo y dispendioso que se utilizaba el cobro de 

créditos exigibles que no estaban representados en documento, como  lo expresa 

Calamandrei:  “Para ciertos créditos, aunque no resultasen de documentos, se 

estableció en nuestro derecho medieval el uso de no citar en juicio al deudor, sino 

de obtener directamente del juez la orden de la prestación que abría la ejecución, 

es decir, el mandatum o praeceptum de solvendo” (CALAMANDREI. 1973 ).  

Efectivamente la doctrina es unánime, salvo la excepción de Nieva Fenoll, en 

identificar el origen y propósito del proceso monitorio en estos antecedentes, de 

ello hay evidencia cierta en los ordenamientos procesales de Italia, Alemania, 

España , desde donde, en diferentes momentos históricos, fue extendiéndose por 

el continente Europeo para llegar a América latina, en donde se ha arraigado en 

países como Uruguay, Chile, Costa Rica Venezuela y ahora Colombia, entre otros. 

 

Este proceso monitorio es eficiente para la rápida solución de los conflictos que 

siguen su curso y fundamentalmente se caracteriza por:  



 

1. La corta participación del órgano jurisdiccional que se reduce a la 

intimación. 

2. La ausencia del contradictorio previo a la decisión del juez 

3. La técnica Secundum eventun contradicionis, esto es, el silencio es 

considerado como reconocimiento o como confesión.  

4. Frente a la ausencia de oposición la orden del juez adquiere valor de cosa 

juzgada.  

5. La oposición en término por parte del demandado vuelve ineficaz la 

decisión del juez transformando la naturaleza del proceso a uno declarativo.  

 

Con todo se debe agregar que uno de los elementos fundamentales del proceso 

monitorio es la presunción sobre la probable incomparecencia del deudor que se 

puede inferir que posee una estructura que le permite al juez resolver inaudita et 

altera parte, es decir, sin la comparecencia del deudor. 

 

Ahora, la eficiencia del proceso monitorio y los elementos que le caracterizan hizo 

que el legislador percibiera una forma o estructura  que se podía utilizar para la 

solución de otras controversias diferentes de las que histórica y tradicionalmente 

resolvían, es decir del proceso monitorio surgió una estructura monitoria que se 

entiende como un  procedimiento en el que, 1) de forma rápida y simplificada el 

juez resuelve a favor del demandante una pretensión, 2) cuando esta es exigible, 

3) sin oír previamente al demandado, 4) desplazando la oportunidad de la 

contradicción a un momento posterior que se presenta cuando el juez notifica al 

demandado sobre su decisión, 5) solo entonces el demandado puede  oponerse a 

la decisión del juez, 6) en tal caso el proceso asume el procedimiento propio de los 

declarativos, 7) o si guarda silencio el proceso se da por terminado en el estado 

que se encuentra y por tal  la decisión del juez asume el rigor de cosa juzgada.    

 

De manera tal que se puede hablar de un proceso monitorio, como el que está 

definido en el 421 del C.G.P., pero de igual forma se debe hablar de una 

estructura monitoria, como un procedimiento. Un ejemplo de esta estructura 

monitoria está perfectamente delimitada en el ordenamiento procesal civil de 

Uruguay en donde se utiliza no  para la rápida creación del título, principal objetivo 

del proceso monitorio en sus inicios, sino que se acude al mismo por tratarse de 

un procedimiento rápido y eficaz; así la sección tercera del Capítulo  IV del Código 

Procesal de Uruguay, “Proceso de estructura monitoria” establece su  uso para la 



solución de otras controversias como la  Entrega de la cosa (Art. 364), Entrega 

efectiva de la herencia (Art. 365), Pacto comisorio (Art. 366), Escrituración forzada 

(Art. 367), Resolución de contrato de promesa (Art. 368), Separación de cuerpos y 

divorcio (Art. 369) y, Cesación de condominio de origen contractual (Art. 370).  

Pero los alcances de la estructura  monitoria van más allá del orden civil hasta 

incorporarse a otras jurisdicciones como la laboral en España y la penal y laboral 

en Chile.  

El proceso monitorio es una prueba de la forma como evolucionan las instituciones 

jurídicas; mutó de un proceso para la creación del título ejecutivo hasta 

convertirse, por fuerza de sus bondades, en una estructura que se puede aplicar a 

la solución de diferentes clases de controversias. En otras palabras la evolución 

del derecho procesal permitió que se evidenciara que proceso monitorio escondía 

un procedimiento, una forma para resolver de manera rápida y eficiente otros 

conflictos jurídicos. 

Así las cosas, el procedimiento monitorio define una estructura diferente a la que 

se lleva en los  procesos tradicionales, en esta las cosas se adelantan de una 

forma contraria, de allí que se utilice el concepto “inversión del contradictorio”, no 

porque en estricto sentido se invierta el contradictorio, sino porque el juez, frente a 

la pretensión del demandante,  estudia las condiciones de la pretensión y profiere 

decisión sin oír al demandado; ello  no quiere decir que se desconocen los 

principios de publicidad, contradicción, defensa, debido proceso, etc., pues, una 

vez proferida su decisión respecto de la pretensión el Juez  notifica al demandado 

para que ejerza el derecho de defensa, es solo a partir de ese momento procesal 

en que se da inicio al contradictorio y, dependiendo de la actitud que asuma el 

demandado, la sentencia puede quedar en firme o generar las etapas propias para 

recaudar las pruebas, presentar alegatos y proferir luego la sentencia, es decir, 

que si el demandado formula oposición se abre el debate con fundamento en los 

principios de publicidad, contradicción, debido proceso y seguridad jurídica.  

El otro asunto que es muy importante aclarar conceptualmente es el relacionado 

con el ejercicio del derecho de contradicción, tema que también ha generado una 

corriente de oposición en nuestro país que argumenta que el monitorio degenera 

en una violación al debido proceso porque el juez decide sin que se haya dado al 

demandado la oportunidad de contradecir. Sobre este aspecto  recordemos que 

tradicionalmente se ha reconocido en el principio de contradicción, también 

llamado de bilateralidad de la audiencia, uno de los soportes fundamentales del 

debido proceso, o como algunos autores le reconocen, la esencia de la justicia. Se 

supone que el proceso está fundamentado en una estructura tesis-antítesis-

síntesis; es el “método más conveniente para el descubrimiento de la verdad y el 

oportuno dictado de una sentencia justa”( LOUTAYF RANEA. 2004 ) Sobre este 

principio ha dicho la Corte Constitucional colombiana: (CORTE 

CONSTITUCIONAL. Sentencia C-690/08). “El principio de la bilateralidad de la 



audiencia ha sido configurado con el fin de asegurar que no va a presentarse 

alguna ventaja para una parte frente a la otra en el desarrollo del proceso; es el 

objetivo de la notificación de las actuaciones judiciales, pues con ella se  cumple 

con el principio de la publicidad interna dentro del proceso, para que no existan 

decisiones que sean ignoradas por alguna de las partes y conocidas por otras”. 

Ahora bien, la garantía constitucional del debido proceso y  el derecho a la 

defensa tiene su mejor exponente en el principio de contradicción pues supone 

que ambas partes del proceso tienen la oportunidad, en igualdad de condiciones, 

de ser oídos, ello por si solo asegura el ejercicio del derecho de defensa de la 

persona y de sus derechos y uno de los objetivos del proceso es ofrecerle al 

justiciable la posibilidad de ejercerlo, pero la garantía que le ofrece el derecho 

procesal es como posibilidad, no el ejercicio mismo, por ello la contradicción o 

bilateralidad es eventual, pues depende de la forma como actúen las parten  el 

proceso; en otras palabras el sistema procesal le da la oportunidad a las dos 

partes de participar en la controversia, es su derecho, pero hacer uso de ello 

corresponde a la voluntad e interés de cada uno. No obstante el principio de 

contradicción como tal no se afecta por la discrecionalidad en  el ejercicio del 

derecho. Por lo anterior casos como el mandamiento ejecutivo o las medidas 

cautelares decretadas inaudita parte, no representan excepciones al principio de 

contradicción, en cuanto que solo se presenta un desplazamiento de la 

controversia que se realiza luego de practicada la medida, cuando el demandado 

puede oponerse a las pretensiones o la decisión del juez y con ello integrar la 

contradicción. 

Las críticas que en este sentido se hacen en contra del monitorio no tienen 

asidero, pues la bilateralidad, y con ella la salvaguarda del Debido Proceso, queda 

protegida en la eventualidad de la contradicción que subyace en la facultad 

discrecional que la ley le otorga al demandado de plantear oposición a la decisión 

del juez manifestada en la sentencia monitoria. Así las cosas el derecho a ser oído 

solo está siendo desplazado en el tiempo, en manera alguna se elimina, por el 

contrario, la oposición del demandado, como forma de integrar la contradicción, 

trunca el proceso monitorio convirtiéndolo en otro procedimiento, en el caso de 

Colombia en un proceso declarativo. “En este estado la sola posibilidad del 

demandado de oponerse en tiempo oportuno al progreso de la sentencia monitoria 

aunque de hecho no llegue a hacerlo, elimina todo viso de eventual fractura 

constitucional”. (MORAHAN 2007)   

         Pero lo anterior no obsta para que algunos sectores de la doctrina 

mantengan sus reservas sobre la posibilidad de que el juez, sin oír previamente al 

demandado, dicte una sentencia definitiva, condenatoria y con autoridad de cosa 

juzgada y solo entonces se ponga en conocimiento del demandado la existencia 

de un proceso en su contra. Presentadas así las cosas se evidencia un cierto 

riesgo que comportaría violación del debido proceso, pero es claro que esa 

posibilidad se presenta, no solo en la estructura monitoria sino en cualquiera otra 



forma procedimental; en realidad el aseguramiento de la constitucionalidad está en 

la forma como el juez desarrolle las escasas etapas del monitorio, en particular el 

acto de notificación del requerimiento de pago dictado en tan atípica modalidad. 

Por supuesto que hay oportunidad de ejercer el derecho de contradicción, solo 

que en el monitorio ese derecho se ejerce de forma diferente a como se hacía 

tradicionalmente;  se asegura la constitucionalidad del procedimiento monitorio, en 

lo referente al reconocimiento del principio de contradicción o la bilateralidad, en la 

medida en que el demandado conozca  del requerimiento de pago, la oportunidad 

que tiene para oponerse y las consecuencias que derivan de su silencio.  

 

 

 

 

Bien, hecho el estudio anterior y dejando claridad sobre las dos clases de modelo 

de proceso monitorio y sobre el ejercicio del derecho de contradicción el 

interrogante que surge en caso de oposición es el siguiente:  

 

1. LA CARGA DE LA PRUEBA EN CASO DE OPOSICIÓN: 

 

A quien corresponde la carga de la prueba en caso de oposición: ¿ Al demandante 

o al demandado? 

En el proceso monitorio colombiano, el demandado se puede oponer parcial o 

totalmente. Si se opone parcialmente habrá lugar a sentencia, cuando el 

demandante solicita que se prosiga la ejecución por la parte no objetada, 

debiéndose ventilar el proceso declarativo como consecuencia de la oposición 

oportunamente formulada-.  

Esa oposición parcial o total solamente puede ser atendida si el demandado 

contesta la demanda con explicación de las razones por las que considera no 

deber en todo o en parte, para lo cual deberá aportar las pruebas en que se 

sustenta su oposición. 

Se sabe que el proceso  monitorio termina entre otras causas por la oportuna 

oposición, en este caso da paso a un proceso declarativo- verbal sumario, 

correspondiendo la carga de la prueba en el procedimiento adelantado a 

continuación a quien formula la pretensión de pago (demandante),  fundamentada 

en hechos, entre los cuales se debe indiciar de manera expresa,  clara y precisa 

de que el pago de la suma adeudada no depende del cumplimiento de una 



contraprestación a cargo del acreedor, por ello, entre otras razones, se debe 

correr traslado de la oposición al demandante con la única finalidad de que tenga 

oportunidad de solicitar pruebas adicionales y vencido dicho término el juez debe 

señalar fecha y hora para la audiencia del verbal sumario, que tendrá la pretensión 

del demandante y la resistencia del demandado como eje de la controversia, 

debiendo interrogar a las partes, ya que el interrogatorio hace parte de la 

estructura del proceso declarativo.  

Si el deudor se opone infundadamente y es condenado, se le impondrá una multa 

del diez por ciento (10%) del valor de la deuda a favor del acreedor. Si el 

demandado resulta absuelto, la multa se impondrá al acreedor. 

El procedimiento monitorio está destinado al acreedor que pretenda el pago de 

una obligación en dinero, determinada y exigible que sea de mínima cuantía, 

acompañando a la demanda los documentos de la obligación adeudada que se 

encuentren en su poder, o señalando dónde están o manifestando bajo juramento 

que no existen soportes documentales. 

Así las cosas y entendiendo al proceso monitorio como aquel en virtud del cual el 

acreedor, que carece de un título ejecutivo o simplemente tiene un principio de 

prueba o sencillamente carece de todo documento, pero es titular de un crédito 

cierto, líquido y exigible, acude ante el juez, promueve un procedimiento que 

procura el pago de la obligación o la constitución del título ejecutivo sin que tenga 

la carga de la prueba porque la estructura del proceso, según el caso, basta la 

afirmación del demandante y el silencio del demandado sin que existe prueba 

documental o de otra clase, como una inspección, origina el título de ejecución con 

efecto de cosa juzgada. 

El profesor CALAMANDREI, sostiene: “ Sobre el acreedor  que se quiere servir del 

procedimiento monitorio puro no recae, pues, la carga de probar, sino solamente 

la carga de afirmar los elementos de hecho de los cuales resulta que el crédito es 

idóneo para aquella forma especial de procedimiento, si esta afirmación falta, la 

demanda de inyucción (monitoria), será declarada inadmisible por falta de los 

requisitos no expresamente afirmados; pero si esta afirmación existe, el juez no 

podrá rechazar la demanda por falta de pruebas, porque el procedimiento 

monitorio puro, para llegar a la declaración de certeza del derecho alegado por el 

acreedor, exonera al acreedor de proporcionar la prueba preventiva y “ especula” 

anticipadamente ( y este es su carácter típico) sobre la supuesta falta de 

contradicción en tiempo por parte del pretendido deudor”. (1973)  

La oposición pone fin al proceso monitorio sin interesar que sea puro o 

documental; por existir pretensión, que se traslada al proceso declarativo, debe 

entenderse que en este caso la carga de la prueba del crédito reclamado estará 

en cabeza del acreedor. Pero si el deudor en la oposición afirma que ya hubo 

pago le corresponderá la carga de la prueba.  



Sobre el particular, esto es, la carga de la prueba en caso de oposición  la Corte 

Constitucional dijo: “En el caso concreto, la Corte encuentra que la expresión “para 

lo cual deberá aportar las pruebas en que sustente su oposición”, contenida en el 

inciso cuarto del artículo 421 del Código General del Proceso debe entenderse, a 

la luz de una interpretación sistemática del Código General del Proceso, que 

busca un equilibrio procesal (art 4 CGP) entre las partes a través de una carga 

dinámica. Así, es claro que ante la oposición del demandado, la carga de la 

prueba de la obligación corresponde ahora al demandante; la de su extinción, al 

demandado, en los términos del artículo 1757 del Código Civil que en la fase 

declarativa del proceso monitorio se aplica sin excepción, en cuanto “incumbe 

probar las obligaciones o su extinción, a quien alega aquéllas o ésta”. De esta 

manera, en todo momento se preserva la igualdad probatoria como contenido 

esencial del debido proceso”(CORTE CONSTITUCIONAL DE COLOMBIA. 

Sentencia C-726/2014). 

En conclusión, la carga de la prueba le corresponde al demandante cuando el 

demandado formule oposición, pero si el demandado alega hechos extintivos le 

corresponderá a él la carga de la prueba.  

 

2. PROCEDIMIENTO DE LA NOTIFICACIÓN DEL REQUERIMIENTO DE PAGO 

AL DEMANDADO.  

Anteriormente se dejó clara la importancia de la notificación en el proceso 

monitorio, es un aspecto sobre el que se debe tener claridad pues es de la esencia 

misma del proceso y de la forma como se realice la notificación al deudor del 

requerimiento de pago depende en gran medida la constitucionalidad del mismo. 

El punto de partida es precisamente el artículo 421 inciso 2º que reza: “El auto que 
contiene el requerimiento de pago no admite recursos y se notificará 
personalmente al deudor”. 
 
Entonces, debe tomarse rigurosamente el vocablo “personalmente al deudor” para 
negar el sistema general de notificación personal que contempla el Código 
General del proceso, al señalar expresamente en el artículo 292:  “Notificación por 
aviso?4  
 
El artículo 292 del C.G.P. hace parte del procedimiento de notificación al 
demandado que se aplica: i) para la notificación de todo auto admisorio al 
                                                           
4 “Cuando no se pueda hacer la notificación personal del auto admisorio de la demanda o del mandamiento ejecutivo al 

demandado, o la del auto que ordena citar a un tercero, o la de cualquiera otra providencia que se debe realizar 

personalmente, se hará por medio de aviso que deberá expresar su fecha y la de la providencia que se notifica, el 

juzgado que conoce del proceso, su naturaleza, el nombre de las partes y la advertencia de que la notificación se 

considerará surtida al finalizar el día siguiente al de la entrega del aviso en el lugar de destino”. 

 



demandado ; ii) la notificación del mandamiento ejecutivo al demandado ; iii) la 
notificación al tercero de la primera providencia que ordena citarlo; iv) “la de 
cualquiera otra providencia que se debe realizar personalmente”. 
 
Es claro que en los procesos declarativos y ejecutivos existe un procedimiento 
para notificar personalmente al demandado, por ello, el interrogante es, ¿esa 
norma se puede aplicar al requerimiento de pago que debe notificarse al deudor 
que tiene la calidad de demandado en el caso del monitorio?, esto es, notificar por 
aviso en la forma precisa en los artículos 291 y 292?  
 
Los Principios Ali/ Unidroit del Proceso Civil Transnacional constituyen un trabajo 
transcendental con caracterización de ser una obra que demuestra la evolución 
del derecho a nivel de la mundialización como fenómeno. Su inspiración está 
apoyada en la sabiduría y genio de los juristas Geoffrey Hazar, de la Facultad de 
Derecho de la Universidad de Pennsylvania y Michele Taruffo, de la Universidad 
de Pavia, siendo acompañados posteriormente de los brillantes juristas Rolf 
Sturner y Antonio Gidi, quienes no solo establecen los principios, reglas,  sino que 
los comentan, logrando encontrar las similitudes entre los dos únicos sistemas 
procesales del mundo- comon low y civil low- indicando “ las similitudes 
fundamentales entre los sistemas   procesales que pueden resumirse en las 
siguientes: 
 

 Estándares que rigen la determinación de jurisdicción sobre la persona y la 
materia. 

 El requisito de un juzgador neutral. 

 El procedimiento de notificación al demandado. 

 Normas para formular las pretensiones. 

 Explicación de la ley de fondo aplicable. 

 Determinar de los hechos mediante la prueba. 

 Disposiciones para dictámenes de peritos. 

 Normas para la deliberación, sentencia y apelación. 

 Normas sobre el carácter definitivo de las sentencias”. 
 
Debemos destacar y resaltar que entre los aspectos comunes a los dos modelos 
se encuentra el procedimiento de notificación al demandado.  
 
 
Es regla que la primera providencia debe notificarse personalmente al demandado 
con fundamento en el principio de la bilateralidad de la audiencia o del 
contradictorio, toda vez que esta garantía expresa que, salvo excepciones 
limitadas, el juez no podría actuar su poder de decisión sobre una pretensión (civil, 
lato sensu, o penal) si la persona contra quien aquélla ha sido propuesta no ha 
tenido oportunidad de ser oída: auditur et altera pars. 
 
También es regla que ninguna providencia produce efectos mientras no se 
notifique, salvo que el legislador lo autorice, por ejemplo en el caso de las medidas 



cautelares; pero el requerimiento de pago es una providencia que solamente tiene 
existencia y no produce efectos mientras no se notifique al deudor5.  
 
La Corte Constitucional, tiene dicho: “La garantía constitucional del individuo sobre 
la inviolabilidad de la defensa en juicio encuentra su perfeccionamiento en el 
principio de bilateralidad de la audiencia, en cuanto el mismo presupone una 
razonable oportunidad de ser oído y asegura en sus términos latos, la posibilidad 
de ejercitar la defensa de la persona y de los derechos”6. 
 
El término notificación se deriva de la expresión latina notis la cual proviene, a su 
turno, del verbo nosco que significa conocer ( Corte Constitucional Sentencia C-
690/08.). En este sentido, notificar indica "poner en conocimiento", "participar del 
conocimiento"7. De manera que el demandado deudor solo tendrá conocimiento y 
correlativamente podrá ejercer el derecho de defensa y el debido proceso al recibir 
notificación del requerimiento de pago8. 
 
Es necesario para desarrollar el tema de la notificación partir del postulado cierto, 
que solamente se puede aceptar la naturaleza del monitorio cuando el deudor ha 
sido avisado o amonestado9, siendo una de las razones por la cuales el 
demandado debe estar presente en el país, sin que sea posible seguirse contra 
deudores fallecidos, por eso en otras legislaciones el monitorio es conocido como 
de intimación10. Mientras el demandado no sea notificado no podemos hablar de 
monición o advertencia, hasta el punto que presentada la solicitud monitoria y 
decidida por el juez la providencia no produce efectos en caso de que el 
demandado hubiere fallecido o se encuentre ausente, debiéndose archivar y por 
ningún motivo se puede hablar de monitorio, pues la esencia del monitorio recae 
en el demandado y no en el demandante, del demandado dependen todos los 
efectos del monitorio, fracasa o es eficaz, por ello la columna vertebral de todo el 
proceso monitorio es la  notificación personal11 del requerimiento de pago, 
bautizado así expresamente por el artículo 421 del Código General del proceso. 

                                                           
5 Art. 289 inciso 2º : “Salvo los casos expresamente exceptuados, ninguna providencia producirá efectos antes de 

haberse notificado” 

6 Corte Constitucional Sentencia C-690/08. 

7 Comparar Corte Constitucional. Sentencia C-738 de 2004:  "Conforme a la doctrina jurídica, la notificación judicial es un 

acto procesal mediante el cual se hacen saber o se ponen en conocimiento de las partes o de terceros las decisiones 

adoptadas por los funcionarios respectivos, con las formalidades señaladas en las normas legales". 

8 Providencia que atiende la petición monitorio. Art. 421 del C. General del proceso.  

9 Del lat. monitorĭus).  1. adj. Que sirve para avisar o amonestar. 2. m. y f. Persona que avisa o amonesta 

10 VENEZUELA. Código de Procedimiento Civil Venezolano, Art. 640. 

11 "[la notificación personal] es el medio de comunicación procesal más idóneo, en cuanto tiende a asegurar plenamente 

el derecho de las personas a ser oídas en juicio, con las debidas garantías y dentro del plazo o término que fija la ley. 

Ciertamente, la forma directa e inmediata como se surte -poniendo en conocimiento de los interesados la respectiva 

providencia y dejando constancia de ello en el acta de la diligencia-, permite integrar adecuadamente la relación 



 
De manera invariable lo asegura la doctrina procesal europea mayoritaria, la 
notificación del requerimiento de pago constituye la columna vertebral de todo el 
proceso monitorio, en torno a la cual descansa la entera legitimidad del 
mecanismo de la inversión del contradictorio: “Lo esencial con este tipo de 
procedimiento —afirma acertadamente PERROT—, es asegurarse ante todo que el 
deudor ha sido regularmente informado de lo que se espera de él y de la condena 
a la que se expone si no formula oposición alguna en el plazo establecido. En 
efecto, resulta evidente que un silencio por parte suya no puede ser realmente 
significativo hasta el punto de asimilarlo a una especie de confesión, salvo que 
haya sido claramente emplazado y debidamente informado de lo que debe hacer 
para escapar a una eventual condena”. 
 
Por ejemplo en Austria, en el artículo 488 del Código Procesal Civil, está previsto 
el proceso monitorio denominado “Mandatsverfahren”, que le otorga un plazo de 
cuatro semanas al demandado para recurrir una resolución de requerimiento, 
término que se cuenta a partir de la notificación persona.(Correa Delcasso. 2014)  
 
Por su parte, en el Código de Procedimiento Civil italiano, en el artículo 637, 
bautizado el monitorio como,  la “Ingiunzione”,  el deudor cuenta con un plazo de 
cuarenta días contados a partir de la notificación personal de la orden de 
requerimiento para oponerse. Si no se presenta oposición, el requerimiento de 
pago será definitivo y el deudor podrá ser ejecutado.   
 
Por último, en Brasil, Bolivia, Honduras y Venezuela el requerimiento de pago 
debe ser notificado de manera personal al demandado.  
 
En el proceso monitorio la notificación, desde el punto de vista constitucional es la 
principal garantía brindada al demandado, no solamente para la operancia de los 
principios de publicidad, contradicción, debido proceso, bilateralidad de la 
audiencia, derecho de defensa y conocer el juez, sino la eficacia del instrumento 
procesal fundado en la celeridad y eficacia de la función judicial para obtener la 
tutela efectiva del crédito. Por ello, si no se logra la notificación personal en la 
forma establecida en la propia ley procesal, el monitorio fracasa, debiendo el 
acreedor elegir otros medios o mecanismos ofrecidos por el legislador colombiano, 
entre ellos el tradicional procesal declarativo donde podrá vincular al demandado 
con la presencia de un Curador Ad-litem. 
 
De manera reiterada la Corte Constitucional, sobre la importancia del acto 
procesal de comunicación  conocido como la notificación personal en los procesos 
judiciales, advierte que brinda un binomio para ejercer la  función de garantía del 
debido proceso y de acceso a la administración de justicia, señalando: “La 
notificación cumple dentro de cualquier proceso judicial un doble propósito: de un 

                                                                                                                                                                                 
jurídico-procesal facilitándole a los demandados la interposición de excepciones y demás mecanismos estatuidos para 

salvaguardar su derecho a la defensa." En este sentido también se expresó la sentencia C-472 de 1992 



lado, garantiza el debido proceso permitiendo la posibilidad de ejercer los 
derechos de defensa y de contradicción, y de otro, asegura los principios 
superiores de celeridad y eficacia de la función judicial al establecer el momento 
en que empiezan a correr los términos procesales”.  
 
Al demandado en el proceso monitorio no se le cita para que interponga recursos, 
porque la misma ley le advierte “El auto que contiene el requerimiento de pago no 
admite recursos”, pero el notificado en el acto de comunicación es advertido de 
que si no paga o no justifica su renuencia, se dictará sentencia que tampoco 
admite recursos, en la cual se condenará al pago del monto reclamado, o que 
conteste con explicación de las razones por las que considere no deber en todo o 
en parte; al respecto la Corte Constitucional precisó que la finalidad de la 
notificación no necesariamente está dada porque los sujetos procesales puedan 
interponer recursos, sino que persigue propósitos constitucionales más amplios: 
“La notificación como desarrollo específico del principio de publicidad, busca no 
sólo garantizar la efectividad del derecho fundamental al debido proceso sino 
alcanzar el logro de propósitos constitucionales más amplios. En consecuencia, si 
la notificación de las providencias no tiene como única finalidad que los sujetos 
procesales interpongan recursos, entonces no existe ninguna razón válida para 
considerar que una providencia ejecutoriada no deba ser notificada, más cuando a 
partir de su conocimiento surge la obligación para los sujetos procesales de 
adecuar voluntaria o coactivamente sus actos a lo ordenado por la autoridad 
judicial. Sin embargo, la Corte precisa que no se trata de imponer la obligación de 
notificar todo tipo de providencias, sino más bien de resaltar, que la firmeza de una 
providencia (entre ellas, las sentencias, los autos interlocutorios o las 
resoluciones), por el hecho de carecer de recursos o haberse resuelto los 
legalmente procedentes, no constituye un motivo o una razón suficiente para 
excluirlas de notificación, puesto que el principio de publicidad y la institución 
jurídica de la notificación cumplen propósitos constitucionales de mayor 
relevancia” (CORTE CONSTITUCIONAL DE COLOMBIA. Sentencia C-641 de 
2002).  
 
El requerimiento de pago representado en la providencia judicial, evidentemente 
se debe encontrar precedido del control de legalidad  y el término legal de los diez 
días con las advertencias procesales que expresamente señala el Código sobre el 
silencio o el no pago o las razones concretas que le sirven de sustento para negar 
total o parcialmente la deuda reclamada, son la garantía que se brinda al deudor 
para ejercitar su derecho de defensa frente a las pretensiones del demandante. 
 
Para empezar a responder el interrogante es necesario citar expresamente dos 
normas: 
 

a) El Artículo 292, que en lo pertinente preceptúa: “Notificación por aviso. 
Cuando no se pueda hacer la notificación personal del auto admisorio de 
la demanda o del mandamiento ejecutivo al demandado, o la del auto que 
ordena citar a un tercero, o la de cualquiera otra providencia que se debe 
realizar personalmente, se hará por medio de aviso…” 



b) En materia de pruebas extraprocesales, el artículo 183 inciso 2º reza: 
“Cuando se soliciten con citación de la contraparte, la notificación de esta 
deberá hacerse personalmente, de acuerdo con los artículos 291 y 292, 
con no menos de cinco (5) días de antelación a la fecha de la respectiva 
diligencia”. 

 
Existiendo un procedimiento especial que constituye principio para la notificación 
de la primera providencia al demandado, cuál será la razón para excluir al proceso 
monitorio, cuando comparándolo frente a los demás procesos tiene de común que 
es adelantado ante un Juez, con todas las características de un proceso donde se 
brinda al demandado la posibilidad de notificarse, oponerse y en general la de 
hacer valer su derecho de defensa?. 
 
3. LA FORMA DE REALIZAR LA NOTIFICACION PERSONAL: 
 
El requerimiento de pago debe notificarse personalmente; pero la notificación 
personal puede lograrse con mecanismos supletivos por medio del aviso y de la 
conducta concluyente. 
 
La notificación por aviso no debe entenderse como una notificación subsidiaria 
como existía antiguamente en el Código de Procedimiento Civil, sino que hace 
parte del procedimiento al cual se refiere la obra “Principios Ali-Undroit del 
Proceso Civil transnacional. (2010)  
 
Para nadie es un secreto que antes del año de 2003, uno de los problemas graves 
era lograr la notificación personal al demandado, máxime si se parte del 
presupuesto que siempre las personas encargadas de realizar la notificación, esto 
es, los citadores de los despachos judiciales, cumplen los horarios en horas y días 
hábiles, no logrando encontrar al citado, por razones obvias que las personas 
deben trabajar para subsistir, por ello, la norma antigua decía: Artículo 320 
“EMPLAZAMIENTO DE PERSONA QUE SE OCULTA. Transcurridos cinco días 
desde cuando se suministró lo necesario para la notificación personal y realizadas 
las diligencias del caso, sin que ella se haya podido practicar, el juez, previo 
testimonio secretarial juramentado de todo ello y a solicitud de parte interesada, 
ordenará el emplazamiento de la persona a quien se ordenó citar, por medio de 
edicto con los datos y prevenciones exigidos en el artículo 318, que se fijará por el 
término de diez días y se incorporará al expediente”. 
 
Modernamente en Colombia los demandados, en todo proceso, se notifican por 
aviso, dejando agotar el procedimiento inicial. 
 
Imponer que el notificador debe ir hasta la dirección y lograr la notificación 
personal con la firma del notificado sin que se permita la notificación supletoria que 
tiene efecto práctico y verdadero en un 95% , en todos los procesos, es hacer 
fracasar el instrumento del monitorio que nació para ser célere y eficaz, pues 
lograr la notificación personal en persona y no mediante el aviso previsto en el 
artículo 292, que lógicamente esta precedido de una ritualidad, de la cual me 



ocupo a continuación, es buscar obstáculos que ya fueron superados, además 
sería desconocer los postulados de la buena fe y la experiencia de la notificación 
en los términos de los artículos 291 y 292 que constituyen el procedimiento de la 
notificación personal, sin excluir la notificación por conducta concluyente que tiene 
los mismos efectos  de una notificación personal.  
 
4. PROCEDIMIENTO PARA NOTIFICAR: 
 
Descendiendo desde las garantías convencionales y constitucionales para 
llevarlas al campo humano y práctico el concepto de notificación por aviso es muy 
distinto al “ procedimiento para notificar personalmente” las providencias cuando la 
ley así lo dispone. Precisamente por ser un procedimiento, tiene una serie de 
fases que en el fondo cuidan y protegen celosamente el acto procesal de 
comunicación de manera que la parte citada tenga conocimiento cierto y directo 
del órgano jurisdiccional que conoce, la clase de proceso, la clase de providencia 
y precisamente por ser un proceso especial donde el demandado es intimado, se 
deberá adjuntar copia del auto contentivo del requerimiento de pago. 
 
El procedimiento legal establecido en Colombia para todos los procesos está 
regulado por los artículos 291 y 292, donde se infieren las siguientes fases:  
 
i) El demandante, quien es el interesado en la notificación personal del 
requerimiento de pago, deberá imperiosamente remitir una comunicación escrita y 
expresa, a quien deba ser notificado, a su representante o apoderado, por medio 
de servicio postal autorizado por el Ministerio de Tecnologías de la Información y 
las Comunicaciones, en la que le informará sobre la existencia del proceso, su 
naturaleza y la fecha de la providencia que debe ser notificada, previniéndolo para 
que comparezca al juzgado a recibir notificación dentro de los cinco (5) días 
siguientes a la fecha de su entrega en el lugar de destino. Cuando la 
comunicación deba ser entregada en municipio distinto al de la sede del juzgado, 
el término para comparecer será de diez (10) días; y si fuere en el exterior el 
término será de treinta (30) días;  
 
ii) El documento elaborado por el demandante, su apoderado o representante, 
contentivo de la comunicación deberá ser enviada a cualquiera de las direcciones 
que le hubieren sido informadas al juez de conocimiento como correspondientes a 
quien deba ser notificado. Cuando se trate de persona jurídica de derecho privado 
la comunicación deberá remitirse a la dirección que aparezca registrada en la 
Cámara de Comercio o en la oficina de registro correspondiente;  
 
iii) Cuando la dirección del destinatario se encuentre en una unidad inmobiliaria 
cerrada, la entrega podrá realizarse a quien atienda la recepción;  
 
iv) La empresa de servicio postal deberá cotejar y sellar una copia de la 
comunicación, y expedir constancia sobre la entrega de esta en la dirección 
correspondiente. Ambos documentos deberán ser incorporados al expediente;  
 



v) Cuando el demandado deudor tenga dirección electrónica, que es lo más 
probable en Colombia, la comunicación podrá remitirse por el Secretario o el 
interesado por medio de correo electrónico. Se presumirá que el destinatario ha 
recibido la comunicación cuando el iniciador recepcione acuse de recibo. En este 
caso, se dejará constancia de ello en el expediente y adjuntará una impresión del 
mensaje de datos;  
 
vi)  Si la comunicación es devuelta con la anotación de que la dirección no existe o 
que la persona no reside o no trabaja en el lugar, a petición del interesado se 
procederá al archivo del procedimiento monitorio, al menos que el demandante 
suministre una nueva dirección, caso en el cual se efectuará toda el procedimiento 
regulado en los artículos 291 y 292;  
 
vii)  Cuando en el lugar de destino rehusaren recibir la comunicación, la empresa 
de servicio postal la dejará en el lugar y emitirá constancia de ello. Para todos los 
efectos legales, la comunicación se entenderá entregada siempre y cuando se 
tenga certeza de que en el lugar puede ser localizado el demandado;  
 
Hecho lo anterior, pude suceder;  
 
a) Que la persona por notificar comparece al juzgado, caso en el cual  se le 
pondrá en conocimiento la providencia, previa su identificación mediante cualquier 
documento idóneo, de lo cual se extenderá acta en la que se expresará la fecha 
en que se practique, el nombre del notificado y la providencia que se notifica, acta 
que deberá firmarse por aquel y el empleado que haga la notificación. Al notificado 
no se le admitirán otras manifestaciones que la de asentimiento a lo resuelto, la 
convalidación de lo actuado, el nombramiento prevenido en la providencia. Si el 
notificado no sabe, no quiere o no puede firmar, el notificador expresará esa 
circunstancia en el acta. 
 
b) Cuando el citado no comparezca dentro de la oportunidad señalada, el 
interesado procederá a practicar la notificación por aviso. 
 
Ritualidad del aviso supletorio: 
 
i) El aviso será elaborado por el interesado, quien lo remitirá a través de 
servicio postal autorizado a la misma dirección a la que haya sido enviada la 
comunicación a que se refiere el numeral 3 del artículo 290;  
 
ii) La empresa de servicio postal autorizado expedirá constancia de haber sido 
entregado el aviso en la respectiva dirección, la cual se incorporará al expediente, 
junto con la copia del aviso debidamente cotejada y sellada;  
 
iii) Cuando se conozca la dirección electrónica de quien deba ser notificado, el 
aviso y la providencia que se notifica podrán remitirse por el Secretario o el 
interesado por medio de correo electrónico. Se presumirá que el destinatario ha 
recibido el aviso cuando el iniciador recepcione acuse de recibo. En este caso, se 



dejará constancia de ello en el expediente y adjuntará una impresión del mensaje 
de datos. 
 
Vemos entonces, que ese procedimiento objetivamente se materializa: 
 
a) Por la comunicación escrita que debe adjuntar al expediente; 
b) La Constancia de la Empresa de servicio postal autorizado: 
c) Copia del aviso debidamente cotejada y sellada; 
d) Remisión por correo electrónico; 
e) Remisión del auto que contiene el requerimiento de pago. 
 
Los anteriores documentos se robustecen con los principios de la buena fe, lealtad 
procesal y los instrumentos con que cuenta el demandado en caso de que el 
demandante sea temerario o actúe de mala fe, hasta el punto que procede el 
recurso de revisión sino le fue posible alegar las nulidades por indebida 
notificación. 
 
Aceptando en gracia de discusión que el proceso monitorio se adelantó a espaldas 
del deudor, a continuación del proceso ante el mismo juez se surte el 
cumplimiento de la sentencia, conocido como tramite de ejecución, o 
sencillamente ejecutivo impropio, conforme lo autoriza el artículo 306 del Código 
General del Proceso.  Si el demandado actúa en el proceso ejecutivo impropio, es 
decir, luego de proferida la sentencia que lo condenó al pago del monto reclamado 
y de los intereses, encontrándose incurso en las causales de nulidad por indebida 
representación o falta de notificación, debe imperiosamente alegar las 
circunstancias aludidas como excepción en la ejecución de la sentencia, o 
mediante el recurso de revisión, si no se pudo alegar por la parte en las anteriores 
oportunidades. 
 
Dichas causales podrán alegarse en el proceso ejecutivo, incluso con 
posterioridad a la orden de seguir adelante con la ejecución, mientras no haya 
terminado por el pago total a los acreedores o por cualquier otra causa legal, 
conforme a lo previsto en el artículo 134, inciso 3 del Código General del Proceso. 
Es decir, que solo se puede por vía de revisión si el proceso ejecutivo ya terminó 
por pago total a los acreedores o cualquier otra causa. 
 
La cosa juzgada solo puede ser aniquilada como regla especial mediante el 
recurso de revisión por causales de indebida representación o falta de notificación 
personal del requerimiento de pago previsto en el artículo 421 del Código General 
del Proceso, siempre que el demandado no le fuere posible alegar las causales 
por vía de nulidad o de excepción, según lo reseñado. La cosa juzgada no se 
opone al recurso extraordinario de revisión. 
 
 
Si bien hasta hace unos meses se afirmaba que el requerimiento de pago no se 
puede hacer por aviso,(Colmenares 2012)  la juiciosa reflexión sobre este aspecto 
lleva a considerar,  con argumentos de orden constitucional, lógico y practico, que 



si es posible notificar por aviso, pero cumpliendo estrictamente el procedimiento 
establecido por el Código General del Proceso para la notificación personal cuyas 
fases son las siguientes:  
 
i) la parte interesada remitirá la comunicación al demandado deudor, a su 
representante o apoderado, por medio de servicio postal autorizado por el 
Ministerio de Tecnologías de la Información y las Comunicaciones, informándole 
sobre la existencia del proceso, su naturaleza y la fecha de la providencia que 
debe ser notificada, y la transcripción literal de la providencia de las advertencias 
que hace el juez sobre el silencio o falta de oposición, previniéndolo para que 
comparezca al juzgado a recibir notificación dentro de los cinco (5) días siguientes 
a la fecha de su entrega en el lugar de destino. Cuando la comunicación deba ser 
entregada en municipio distinto al de la sede del juzgado, el término para 
comparecer será de diez (10) días; y si fuere en el exterior el término será de 
treinta (30) días”;  
 
ii) Cuando el citado no comparezca dentro de la oportunidad señalada, el 
interesado procederá a practicar la notificación por aviso. Dicho de otra manera, el 
demandado deudor podrá ser notificado por aviso cuando sea previamente citado 
en la forma y términos del artículo 291 del Código General del proceso. 
 
La comunicación es para señalar al demandado deudor la existencia de la 
providencia y recibir notificación personal, pero dada la naturaleza del proceso es 
imperioso que el demandado conozca desde el inicio del trámite de la notificación 
personal, “la advertencia de que si no paga o no justifica su renuencia, se dictará 
sentencia que tampoco admite recursos y constituye cosa juzgada, en la cual se le 
condenará al pago del monto reclamado, de los intereses causados y de los que 
se causen hasta la cancelación de la deuda. Si el deudor satisface la obligación en 
la forma señalada, se declarará terminado el proceso por pago”. 
 
La comunicación en la forma resaltada anteriormente, deberá ser enviada a 
cualquiera de las direcciones que le hubieren sido informadas al juez de 
conocimiento como correspondientes al deudor demandado. Cuando se trate de 
persona jurídica de derecho privado la comunicación deberá remitirse a la 
dirección que aparezca registrada en la Cámara de Comercio o en la oficina de 
registro correspondiente. 
 
5. QUÉ SUCEDE CUANDO EL DEMANDADO RECIBE LA COMUNICACIÓN 
PARA SER NOTIFICADO PERSONALMENTE 
 
El demandado de acuerdo al sistema de notificación implantado en Colombia 
desde el año de 2003, tiene dos alternativas: i) comparecer ante el despacho 
judicial a recibir la notificación la cual deberá plasmarse en un acta, para que a 
partir del día siguiente comiencen los diez días para ejercer sus respectivas 
garantías constitucionales o esperar que venza el citado termino; ii) no concurrir al 
despacho y esperar el aviso supletivo, regulado por el art. 291 numeral 6o, esto 
es, el aviso supletorio regulado expresamente en el art. 292, el cual deberá 



expresar su fecha y la de la providencia que se notifica, el juzgado que conoce del 
proceso, su naturaleza, el nombre de las partes y la advertencia de que la 
notificación se considerará surtida al finalizar el día siguiente al de la entrega del 
aviso en el lugar de destino. El aviso, además de las exigencias mencionas deberá 
ir acompañado de copia informal de la providencia que se notifica. 
 
Ese aviso será elaborado por el interesado, quien lo remitirá a través de servicio 
postal autorizado a la misma dirección a la que haya sido enviada la comunicación 
a que se refiere el numeral 3 del artículo 291 del Código General del Proceso, con 
la salvedad que cuando se conozca la dirección electrónica de quien deba ser 
notificado, el aviso y la providencia que se notifica podrán remitirse por el 
Secretario o el interesado por medio de correo electrónico. 
 
Como se manifestó anteriormente, la experiencia y la práctica demuestran que en 
la gran mayoría de los casos de todos los procesos civiles los demandados no 
concurren libremente al despacho, sino que esperan la notificación por aviso, 
sistema de notificación que constituye una alternativa para el citado. La Corte 
Constitucional sobre esa modalidad de notificación que se conoce como 
mecanismo supletivo, dijo: “El demandado puede decidir libremente si comparece 
al despacho judicial a notificarse personalmente o se notifica posteriormente, en el 
lugar donde reside o trabaja y sin necesidad de desplazarse, por medio del aviso 
como mecanismo supletivo. En esta forma, la práctica de la notificación personal 
depende exclusivamente de la voluntad del demandado. En este sentido no es 
válido jurídicamente afirmar que las disposiciones impugnadas, al prever la 
notificación subsidiaria por aviso, presumen la mala fe de aquel, pues sólo le 
otorgan la posibilidad de notificarse en una u otra de las mencionadas formas” 
(Corte Constitucional. Sentencia C-783/04). 
 
 
El sistema de notificación conocido como mecanismo supletivo contemplado en el 
Código de Procedimiento Civil es idéntico al consagrado en el Código General del 
Proceso, resulta sin duda una garantía a favor del citado que debe recibir 
notificación personal, pues la notificación por aviso debe ir acompañada de la 
providencia que contiene las advertencias y consecuencias procesales, por ello, 
“la Corte recalca que el supuesto normativo de la notificación por aviso es la 
imposibilidad de practicar la notificación personal, de acuerdo con el  texto de la 
primera parte del primer inciso del Art. 320 demandado, en virtud del  cual “cuando 
no se pueda hacer la notificación personal al demandado del auto admisorio de la 
demanda o del mandamiento de pago, o la del auto que ordena citar a un tercero, 
o la de cualquiera otra providencia que se deba realizar personalmente, se hará 
por medio de aviso (…)”, lo cual significa que en primer lugar se debe cumplir el 
trámite para ese efecto, contemplado en el Art. 315 del mismo código y que sólo 
en caso de que este último  resulte fallido se podrá acudir al trámite de la 
notificación por aviso.  
 
 



De manera tal que el requerimiento de pago puede ser notificado por aviso, pero 
no directamente sino como complemento de la citación prevista en el art. 291 
tantas veces mencionado.  
 
En el caso del proceso monitorio cuando la notificación se realiza por el 
mecanicismo supletivo, el término que tiene el demandado para pagar o formular 
oposición corre a partir del día siguiente al que queda surtida la notificación por 
aviso, pues en ningún caso se puede aplicar lo dispuesto en el art. 91 del Código 
de General del Proceso, que contempla el término de tres días para que se le 
suministre la reproducción de la demanda y que luego de vencido dicho término 
comienza el de los diez días, porque en éste proceso no hay traslado de la 
demanda, lo que existe es un requerimiento de pago. 
 
Sería aconsejable que desde la comunicación inicial, esto es, la prevista en el 
artículo 291, la cual hace la parte interesada no solamente se indique la existencia 
del proceso, su naturaleza y la fecha de la providencia que debe ser notificada, 
previniéndolo para que comparezca al juzgado a recibir notificación dentro del 
plazo legal según el caso, sino que expresamente aparezca la advertencia de que 
si no paga o no justifica su renuencia se dictará sentencia que tampoco admite 
recursos y constituye cosa juzgada, en la cual se le condenará al pago del monto 
reclamado, de los intereses causados y de los que se causen hasta la cancelación 
de la deuda y que esta misma advertencia se inserte en el aviso cuando el deudor 
citado no comparezca voluntariamente al despacho judicial.  
 
Exigir que la notificación sea personalmente sin permitir el procedimiento que 
integra el mecanismo supletivo es buscar el fracaso del monitorio por las 
siguientes razones: a) se estableció la notificación subsidiaria emanada de la 
cortesía que se hace al citado para que durante los cinco, diez o treinta días, 
comparezca en el horario que desee y el día que disponga de manera voluntaria o 
espere en su oportunidad la notificación por aviso la cual estará acompañada de la 
providencia que mantiene todas las advertencias, entre ellas, cuando queda 
notificado y qué sucede si guarda silencio; b) la mayoría de personas citadas 
trabajan y no permanecen en el lugar donde son citadas durante las horas 
laborales que son las mismas en las mayoría de los casos a las que utilizan en los 
juzgados; c) en Colombia el emplazamiento por ocultamiento generaba crisis en 
los procesos, lo cual desapareció y los resultados son otros cuando en el año 
2003 se implementó el sistema supletorio; d) en todo proceso y toda actuación las 
personas obran de buena fe; e) la  mayoría de notificaciones de la primera 
providencia, esto es, el auto admisorio o mandamiento ejecutivo sólo se logra 
mediante la aplicación del art. 320 del C. de P. C , la misma que contempla el art. 
292 del Código General del Proceso; f) el notificado en caso de ser irregular la 
notificación cuenta con los instrumentos de las nulidades o del recurso 
extraordinario de revisión si fuere necesario.  
 
 
 
6. ACTA DE NOTIFICACIÓN PERSONAL  



 
Si el deudor intimado comparece al juzgado, se le pondrá en conocimiento la 
providencia contentiva del requerimiento de pago, previa su identificación 
mediante cualquier documento idóneo, de lo cual se extenderá acta en la que se 
expresará la fecha en que se practique, el nombre del notificado y la providencia 
que se notifica, acta que deberá firmarse por aquél y el empleado que haga la 
notificación. Al notificado no se le admitirán otras manifestaciones que la de 
asentimiento a lo resuelto, la convalidación de lo actuado, el nombramiento 
prevenido en la providencia. Si el notificado no sabe, no quiere o no puede firmar, 
el notificador expresará esa circunstancia en el acta. 
 
La notificación personal podrá hacerse por un empleado del juzgado, cuando en el 
lugar no haya empresa de servicio postal autorizado o el juez lo estime 
aconsejable para agilizar o viabilizar el trámite de notificación. 
 
El notificado asume el carácter de intimado, pues queda advertido de todas las 
consecuencias que implica el monitorio, lo cual como se ha dicho, dependiendo 
del demandado, puede terminar por pago, en un proceso de ejecución o en 
proceso declarativo-verbal sumario.  
 
7. NOTIFICACIÓN POR CONDUCTA CONCLUYENTE: 
 
La Conducta concluyente12 si bien no es mencionada en el trinomio de normas 
que conforman el instituto del monitorio, sin duda alguna tiene aplicación toda vez 
que legal, jurisprudencia y doctrinalmente se tiene dicho de manera unánime que 
esta clase de notificación surte los mismos efectos de la notificación personal”.  
 
Solamente habrá lugar a la notificación por conducta concluyente en los siguientes 
casos: 
1. Si el deudor intimado mediante escrito manifiesta expresamente que conoce la 
providencia contentiva del requerimiento de pago. 
2. Cuando el deudor intimado interpone expresamente algún recurso contra la 
providencia de requerimiento de pago, pese a que no procede recurso alguno. 
3. Cuando el deudor presente escrito donde manifiesta que se allana a los hechos 
y pretensiones de la demanda.  
4. Cuando el deudor intimado constituya apoderado judicial, en este caso,  “se 
entenderá notificado por conducta concluyente de todas las providencias que se 
hayan dictado en el respectivo proceso, inclusive del auto admisorio de la 
demanda o mandamiento ejecutivo, el día en que se notifique el auto que le 
reconoce personería, a menos que la notificación se haya surtido con 
anterioridad”. 

                                                           
12 Ob. Cit. COLOMBIA, Código General del Proceso..., Art. 301. NOTIFICACIÓN POR CONDUCTA CONCLUYENTE. La 

notificación por conducta concluyente surte los mismos efectos de la notificación personal. Cuando una parte o un 

tercero manifieste que conoce determinada providencia o la mencione en escrito que lleve su firma, o verbalmente 

durante una audiencia o diligencia, si queda registro de ello, se considerará notificada por conducta concluyente de 

dicha providencia en la fecha de presentación del escrito o de la manifestación verbal 



5. En caso de que el deudor intimado solicite la nulidad por indebida 
representación o falta de notificación en forma legal y la misma prospere, ésta se 
entenderá surtida por conducta concluyente el día en que se solicitó la nulidad, 
pero los términos de ejecutoria o traslado, según fuere el caso, solo empezarán a 
correr a partir del día siguiente al de la ejecutoria del auto que la decretó. 
 
Una vez surtido el acto procesal de comunicación al deudor intimado fundado en 
los principios constitucionales de publicidad y debido proceso, se surte la primera 
fase del monitorio colombiano, siendo posible para el acreedor obtener el título 
ejecutivo representando en la sentencia en el hipotético caso de que el intimado 
guarde silencio. 
 
Con la notificación personal o por conducta concluyente únicamente en los casos 
señalados, se puede afirmar la realización de la tutela jurisdiccional efectiva 
respecto al demandado, en la medida de que él mismo puede acceder al 
procedimiento indicado en el artículo 421 en condiciones expresas y concretas 
para ser oído y ejercer constitucionalmente hablando, la defensa de sus derechos 
e intereses legítimos, en la forma que disponga, bien guardando silencio, pagando 
o formulando oposición. 
 
La fase monitoria solamente se cumple y toma importancia si se logra la 
notificación personal del deudor, haciendo posible su comparecencia y las 
oportunidades para ejercer el derecho de defensa. 
 
Señalamos que se logra la fase monitoria, porque dependiendo del demandado, el 
procedimiento termina para archivarse cuando se logra el pago que es en últimas 
lo que le interesa al justiciable acreedor o culmina para abrir paso a la ejecución si 
lo solicita el acreedor o el proceso declarativo si formula oposición parcial o total el 
demandado, siendo la notificación no solo esencial, sino crucial, pues en caso de 
no lograrse la realización en debida forma daría lugar a la nulidad, la excepción o 
el recurso de revisión. 
 
Es tan importante el caso procesal de comunicación porque es el único que puede 
permitir los principios y todas las garantías constitucionales en beneficio de la 
tutela efectiva del crédito y de la tutela jurisdiccional para las partes. 
 
Por último, al ser la notificación personal del requerimiento de pago al deudor, el 
acto procesal más importante en el procedimiento que permite al intimado no 
solamente tener conocimiento de la existencia del instrumento procesal y de las 
pretensiones del demandante, sino de las consecuencias advertidas en la 
providencia del juez y que a saber son: cuanta con un plazo de diez (10) días 
perentorio e improrrogables para que pague o exponga en la contestación de la 
demanda, las razones concretas que le sirven de sustento para negar total o 
parcialmente la deuda reclamada, y  con la advertencia que si guarda silencio se 
profiere sentencia condenatoria con efecto de cosa juzgada. 
 
8. CONSECUENCIAS DE LA NOTIFICACIÓN: 



 
En primer término, operan a favor del notificado los principios constitucionales de 
publicidad, contradicción, derecho de defensa y debido proceso, es decir, se 
cumple entre otros con la bilateralidad de la audiencia, conociendo de manera 
personal y directa el contenido de la providencia la cual conocerá en el despacho 
judicial si concurre voluntariamente o en el lugar indicado para recibir 
notificaciones de manera escrita, pues se le entregará una de copia informal de la 
providencia que se notifica. 
 
En segundo lugar, que el justiciable tenga la seguridad que el proceso donde se 
involucra terminará con sentencia que resuelva el asunto y no con una gran 
frustración. Hablamos de sentencia porque el notificado es advertido de que si 
guarda silencio, se profiere sentencia favorable al demandante y también si el 
demandado formula oposición el trámite del verbal sumario terminará con una 
sentencia.  
 
En tercer lugar, garantizar el conveniente y oportuno funcionamiento de la 
administración de justicia y con ello, la tutela judicial efectiva de los derechos 
sustanciales, que constituye uno de los pilares del Estado de Derecho. 
 
Por último, luego de enterarse del requerimiento de pago, el notificado puede: i) 
pagar total o parcialmente; ii) guardar silencio; iii) allanarse a los hechos y 
pretensiones de la demanda; iv) oponerse total o parcialmente frente a la deuda 
reclamada. Temas que serán estudiados posteriormente en capítulos separados.  
De manera que, solamente operan las notificaciones ya mencionadas, pero se 
encuentra expresamente prohibido el emplazamiento del demandado y la 
designación de Curador ad-litem. 
 
Con la notificación realizada en debida forma no solamente sirve para realizar la 
intimación y los efectos sobre ella, sino para saber a partir de cuándo corren y 
terminan los términos.  
 
En conclusión, la notificación del requerimiento de pago, se efectuará bajo el 
sistema unitario conformado por los artículos 291 y 292 del Código General del 
Proceso, según el cual  “el demandado puede decidir libremente si comparece al 
despacho judicial  a notificarse personalmente o se notifica posteriormente, en el 
lugar donde reside o trabaja y sin necesidad de desplazarse, por medio del aviso 
como mecanismo supletivo”, por tanto procede el aviso en el monitorio, debido a 
las necesidades sociales del Estado colombiano a las cuales debe ajustarse este 
instrumento. 
 

9. EL REQUISITO DE PROCEDIBILIDAD EN EL PROCESO MONITORIO 

Otro aspecto sobre el que necesariamente hay que reflexionar es el relacionado 

con el requisito de procedibilidad respecto del proceso monitorio.  Por tratarse de 

un proceso declarativo, a pesar de que tiene un trámite especial, el legislador 



debió excluir el requisito de procedibilidad, pero no lo hizo. Como consecuencia se 

puede presentar un obstáculo sobre la forma como se desarrolla, en el evento de 

que se aplique exegéticamente la norma que dispone el requisito de procedibilidad 

para los procesos declarativos. 

 
En Colombia no existe ninguna duda de que el proceso monitorio es de naturaleza 
declarativa, pero tiene unas características que lo hace especial, entre ellas la 
celeridad, la sencillez y la eficacia. Precisamente en el artículo 621 del Código 
General del Proceso, que modificó el artículo 38 de la Ley 640 de 2001, quedo así:  
“Requisito de procedibilidad en asuntos civiles. Si la materia de que trate es 
conciliable, la conciliación extrajudicial en derecho como requisito de 
procedibilidad deberá intentarse antes de acudir a la especialidad jurisdiccional 
civil en los procesos declarativos, con excepción de los divisorios, los de 
expropiación y aquellos en donde se demande o sea obligatoria la citación de 
indeterminados”. Es decir, quedaron solamente excepcionados los divisorios, 
expropiación y aquellos donde se demande o sea obligatoria la citación de 
personas indeterminadas, por lo cual debe entenderse que en los verbales, 
verbales sumarios, deslinde y amojonamiento y monitorio debe exigirse el requisito 
de procedibilidad.  
 
Entender la norma exegéticamente sin ponderar la naturaleza, el concepto y la 
finalidad del proceso monitorio, es como exigir el requisito de procedibilidad para 
una medida cautelar.  
 
Al estudiar la constitucionalidad del proceso monitorio en Colombia, la Corte 
Constitucional destacó: “El legislador tuvo en cuenta que la simplificación de los 
trámites y procedimientos contribuye sin duda a garantizar el adecuado y oportuno 
funcionamiento de la administración de justicia y con ello, la tutela judicial efectiva 
de los derechos sustanciales, que constituye uno de los pilares del Estado de 
Derecho” 
 
La existencia del proceso monitorio en Colombia, teniendo en cuenta no 
solamente lo formulado en la exposición de motivos y consideraciones que tuvo la 
Corte Constitucional al estudiar las supuestas violaciones al debido proceso y 
conjugándolo con las legislaciones y doctrinas extranjeras, se brinda como un 
instrumentos para garantizar la tutela efectiva y facilitar la solución de los 
conflictos sin dilaciones injustificadas y descongestionar los despachos judiciales. 
 
Sobre la descongestión de justicia y el monitorio la misma corte Constitucional, 
expreso: “En esa dirección, el Código General del Proceso en búsqueda de la 
unificación de los procedimientos, redujo el número de procesos e incluyó dentro 
de los declarativos especiales el proceso monitorio, el cual está concebido como 
una las herramientas procesales a través de las cuales el legislador se propone 
descongestionar la administración de justicia”.(Corte Constitucional de Colombia 
Sentencia C-726 de 2014) 
 



 
Si bien es cierto que entre otras uno de los fines del monitorio es descongestionar 
la justicia por ser un procedimiento inclusive más fácil que presentar una tutela, 
porque al justiciable el Estado le suministra el formulario, basta con tener presente 
cuales son los fundamentos que la Corte Constitucional ha tenido para justificar la 
exigencia del agotamiento previo de mecanismos alternativos de resolución de 
conflictos como requisito previo para acceder a la justicia formal, específicamente 
la conciliación.  Sobre el particular se expresó:  “… cuando la Carta Política facultó 
al Congreso para regular los aspectos atinentes a los mecanismos alternativos de 
solución de conflictos, también le confirió una libertad de regulación que aquella 
potestad implica, de modo que el legislador es libre de establecer, dentro de los 
parámetros que le impone el Ordenamiento Superior, los requisitos, las exigencias 
y, en general, las características sustanciales a este tipo de mecanismos de 
administración de justicia”. Bajo ese entendido se indicó que conciliación 
prejudicial obligatoria  buscaba entre otras cosas: (i) garantizar el acceso a la 
justicia; (ii) promover la participación de los individuos en la solución de sus 
disputas; (iii) estimular la convivencia pacífica; (iv) facilitar la solución de los 
conflictos sin dilaciones injustificadas y, finalmente,  (v) descongestionar los 
despachos judiciales”13. 
 
No incluir al proceso monitorio la excepción del requisito de procedibilidad, se 
trató, indudablemente, de un error involuntario del legislador que puede ser 
superado sin necesidad de una nueva ley, si el juez se ocupa de la intención del 
legislador y la esencia del proceso monitorio, posicionando al juez como el garante 
de la materialización de la finalidad y naturaleza de este instrumento.  
 
A sabiendas que ninguna legislación exige la conciliación como requisito de 
procedibilidad,  CORREA DELCASSO, sobre el riesgo de que algunos entiendan 
que debe agotarse el requisito de procedibilidad en el proceso monitorio, expresa:   

 
“La conciliación obligatoria en el proceso monitorio es del todo inútil, por 
innecesaria, además, de sumamente contraproducente, y ello por los 
siguientes y poderosos motivos que pasamos a apuntar seguidamente: 
 
a) Como es sabido, la estructura procedimental de este proceso 
especial declarativo se haya claramente diferenciada en dos fases: 
 
- Una primera fase, de naturaleza pre-contenciosa, donde se requiere 
al deudor para que "pague o dé razones" la cual, por definición, no reviste 
naturaleza jurisdiccional alguna. 
 

                                                           
13Sentencias C-594 de 1992; C-160 de 1999, C-037 de 1996, C-893 de 2001, C-1195 de 2001 y C-204 de 2003 de la Corte 

Constitucional  entre otras.  



- Una segunda fase, ésta sí de naturaleza jurisdiccional, que tan sólo 
se abre de oponerse el deudor al mandato de pago y que da origen, como 
es sabido, al inicio de un proceso declarativo ordinario. 
 
b) Pues bien: de un análisis de los artículos 621 del Código General del 
Proceso colombiano (de ahora en adelante, "CGP") y 38 de la Ley 640 de 
2001 por la cual se modifican normas relativas a la conciliación y se dictan 
otras disposiciones normativas, se desprende que la conciliación previa que 
pretende implantarse por el legislador colombiano en el proceso monitorio, 
se ubicaría, precisamente, al inicio de la primera fase de este último, esto 
es, al inicio de su fase no contenciosa”. 
 
“Consecuentemente, la conciliación no pretendería evitar, strictu sensu, un 
proceso o una contienda judicial (es decir, un proceso o contienda que 
aboca, al final del juicio, a una resolución con plenos efectos de cosa 
juzgada), sino un simple "requerimiento judicial previo" de pago (en 
palabras del Prof. SERRA DOMINGUEZ) que se dicta precisamente al inicio 
de este procedimiento para intimar al deudor para que, con carácter previo 
al Inicio, en su caso, de un ulterior proceso judicial (y que tan sólo se abre 
de formular el deudor oposición al mandato de pago) "pague o dé razones". 
 
“Dicho de otro modo: nos hallaríamos ante la paradoja de que la 
conciliación previa en el proceso monitorio (la cual, dicho sea de paso, no 
existe en ninguno de los ordenamientos jurídicos que ha tenido ocasión de 
analizar el firmante de la presente nota14 ), no lo sería, técnicamente 
hablando, para evitar un proceso o contienda judicial (como antes 
expuesto), sino para evitar, en su caso, que el juez municipal librara un 
simple requerimiento o mandato de pago que, por esencia, como antes 
expuesto, pretende precisamente que el deudor "dé razones", es decir, se 
posicione por primera vez frente a la deuda que se le reclama y manifieste 
si, en su caso, tiene razón alguna que oponer frente al mandato de pago 
que se dicta en su contra (puesto que, de no tener que oponer razón 
alguna, como acontece en una gran mayoría de supuestos, no existiría 
entonces contienda judicial ni, por definición entonces, materia conciliable ) 

15”. 
                                                           
14 Entre los cuales destacaríamos los procesos monitorios alemán, austríaco, francés, italiano, español, portugués, suizo, 

salvadoreño, venezolano, uruguayo, sueco, griego o húngaro. 

15 Como bien indica la definición contenida en el Diccionario de la Real Academia española, la conciliación es, 

efectivamente, el "acuerdo de los litigantes para evitar un pleito o desistir del ya iniciado" por lo que requiere, en 

puridad, que exista previamente un contencioso o diferencia entre ellos, el cual puede ser totalmente inexistente si, 

precisamente, el deudor no tiene razón alguna que oponer a la deuda que se le reclama por parte del acreedor. Y es que 

- no se olvide - la experiencia del Derecho comparado demuestra que la oposición no supera, en la práctica, un 10% de 

las reclamaciones que se tramitan por los cauces del proceso monitorio, lo que, contrario sensu, significa también que 

los deudores están conformes, en un 90% de los casos, con la reclamación que se les formula en su contra, supuestos 

estos últimos en los cuales, como bien se comprende, la conciliación previa sería por definición absurda al no existir 

tampoco por definición (atendido el asentimiento que ha mostrado el propio deudor al no oponerse al mandato de 

pago) materia conciliable alguna. 



 
“Otra cosa sería que, una vez opuesto el deudor al mandato de pago, se 
valorara la conveniencia de intentar alguna suerte de conciliación 
intrajudicial (como la que se regula, por ejemplo, en el proceso civil 
español), que podría celebrarse, en su caso, y con carácter previo, el día en 
que se celebrara la correspondiente vista (art. 392 CGP). Con ello se 
cumpliría plenamente así con la finalidad pretendida por el legislador 
colombiano de dirimir conflictos de forma amistosa (absolutamente loable, 
dicho sea de paso), a la par que se ganaría enormemente en economía 
procesal, puesto que se evitarían los largos y tediosos trámites que prevé la 
Ley 620 de 2001 para el inicio de un proceso conciliatorio, los cuales 
dilatarían enormemente la tramitación de un proceso que, por definición, ha 
de ser rápido y sencillo por naturaleza”. 
 
“En conclusión: ni conceptualmente se entiende que, en un proceso 
monitorio, se celebre una conciliación previa (puesto que puede no haber 
materia "conciliable" alguna si el deudor se aquieta a la reclamación que se 
formula en su contra por el acreedor, como acontece en un 90% de los 
casos en el Derecho comparado), ni en la práctica reviste utilidad alguna, 
puesto que la finalidad del requerimiento o mandato de pago que dicta el 
juez es, precisamente, la de averiguar, con carácter previo, si el deudor 
tiene motivo alguno que oponer a la reclamación que se le formula (como 
antes expuesto, puede ser del todo Inexistente). Todo ello sin olvidar, claro 
está, la dilación indebida que semejante trámite pre-procesal, desconocido 
en el Derecho comparado, comportaría para una tramitación ágil y eficaz de 
este proceso especial que ha de ser, por definición lo más rápida y sencilla 
posible”. 

 
Cualquier diría que el asunto se superaría solicitando medidas cautelares, pero lo 
ideal es que el proceso monitorio no sea desnaturalizado, fue un error involuntario 
del legislador, pero fácil de superar. 
 
 

 

11. LA EJECUCIÓN A CONTINUACIÓN DE LA SENTENCIA 

 

Nunca podrá el juez ejecutar de oficio la sentencia proferida en el proceso 

monitorio o la sentencia adversa al demandado deudor cuando formule oposición 

y es vencido en el proceso verbal sumario; tendrá el juez competencia para 

conocer del llamado proceso ejecutivo impropio o sencillamente la ejecución de la 

sentencia, sin que sea necesario formular demanda, bastando la solicitud de 

ejecución por parte del acreedor.  

De manera que, formulada la solicitud el juez librará mandamiento ejecutivo de 

acuerdo con lo señalado en la parte resolutiva de la sentencia y, de ser el caso, 



por las costas aprobadas, variando la forma de notificación del mandamiento 

ejecutivo, es decir, si la solicitud de la ejecución se formula dentro de los treinta 

(30) días siguientes a la ejecutoria de la sentencia, o a la notificación del auto de 

obedecimiento a lo resuelto por el superior, según fuere el caso, el mandamiento 

ejecutivo se notificará por estado. De ser formulada con posterioridad, la 

notificación del mandamiento ejecutivo al ejecutado deberá realizarse 

personalmente. 

 

Entonces, la notificación del mandamiento de pago puede ser por estado o 

personalmente, dependiendo de la formulación de la solicitud según los términos 

precisados por el legislador. Podrá el demandado formular excepciones? 

 

Señala el Art. 442 CGP: “Cuando se trate del cobro de obligaciones contenidas en 

una providencia, conciliación o transacción aprobada por quien ejerza función 

jurisdiccional, sólo podrán alegarse las excepciones de pago, compensación, 

confusión, novación, remisión, prescripción o transacción, siempre que se basen 

en hechos posteriores a la respectiva providencia,….. (La de nulidad por indebida 

representación o falta de notificación o emplazamiento.) 

El beneficio de excusión y  los hechos que configuren excepciones previas 

deberán alegarse mediante reposición contra el mandamiento de pago. De 

prosperar alguna que no implique terminación del proceso el juez adoptará las 

medidas respectivas para que el proceso continúe o, si fuere el caso, concederá al 

ejecutante un término de cinco (5) días para subsanar los defectos o presentar los 

documentos omitidos, so pena de que se revoque la orden de pago, imponiendo 

condena en costas y perjuicios.” 

 

Cuando el proceso termine por haber prosperado la excepción de inexistencia del 

demandante o del demandado; o de incapacidad o indebida representación del 

demandante o del demandado; o no haberse presentado prueba de la calidad de 

heredero, cónyuge o compañero permanente, curador de bienes, administrador de 

comunidad, albacea y en general de la calidad en que actúe el demandante o se 

cite al demandado, cuando a ello hubiere lugar; o de pleito pendiente entre las 

mismas partes y sobre el mismo asunto. 

 

A manera de conclusión podemos señalar:  

 



1. El monitorio actualmente es un proceso que tiene como objeto la creación 

de un título ejecutivo con efecto de cosa juzgada, sin embargo debemos 

verlo en un futuro inmediato como un instrumento efectivo para la 

descongestión de la justicia en la medida en que se use como una 

estructura para atender distintas pretensiones. 

 

2. La columna vertebral del proceso monitorio es la notificación al demandado; 

de su adecuada implementación depende la constitucionalidad del proceso 

pues a través de ella se materializa el derecho de defensa, la bilateralidad 

de la audiencia y en general los elementos que comprenden el debido 

proceso.  

 

3. En manos del juez está la constitucionalidad del proceso monitorio. 

 

4. La carga de la prueba en el monitorio se limita a la afirmación de los hechos 

por parte del demandante; frente a la oposición el monitorio termina y se 

convierte en proceso verbal sumario, en tal caso le incumbe la carga de la 

prueba al demandante; solo en el caso de que se aleguen hechos extintivos 

de la obligación, se desplazará la carga de la prueba al demandado.  

 

5. En el proceso monitorio es válido el procedimiento de notificación general y 

normal que existe para todos los procesos judiciales y las pruebas 

anticipadas, en otras palabras se puede utilizar el aviso como notificación 

supletiva y es válida la notificación por conducta concluyente.   

 

6. En el proceso monitorio no se puede exigir requisito de procedibilidad, pues 

desnaturaliza los fines y características de este proceso que, precisamente, 

parte del presupuesto de que el demandado no se opondrá.   

Además de lo anterior se debe agregar:  

 

7. Los sujetos pueden ser personas naturales, personas jurídicas o 

patrimonios autónomos. 

8. El Acreedor que tiene en su poder un título valor título ejecutivo puede 

acudir al monitorio como sucede con la experiencia española, donde se 

justifica que quien puede lo más puede lo menos, además porque el 

procedimiento monitorio tiene como finalidad que el demandado pague o de 



razones para no pagar, pero no que comparezca a alegar requisitos 

formales del documento que contiene la obligación.  

9. Procede para el cobro de deudas naturales.  

10. Los Intereses que se reclamen pueden ser comerciales o civiles, según el 

caso.  

11. Si el demandado muere luego de notificado y antes de vencer el término 

para formular oposición se da por terminado el monitorio; pero si el deudor 

fallece luego del vencimiento del término para oponerse se deberá proferir 

sentencia.  

12. Existen muchas situaciones prácticas que se presentarán pero es necesario 

esperar que el proceso monitorio comience a servir de instrumento de la 

tutela efectiva del crédito para conocer otras situaciones concretas que no 

se podrán comparar con otras legislaciones por tener presente el fenómeno 

cultural. 
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